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DICTAMEN CON PUNTO DE ACUERDO RELATIVO A EXHORTAR AL EJECUTIVO FEDERAL A SUSCRIBIR EL TERECR PROTOCOLO FACULTATIVO DE LA CONVENCIÓN SORE LOS DERECHOS DEL NIÑO.
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HONORABLE ASAMBLEA
A la Comisión de Relaciones Exteriores de la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados le fue turnada, para su estudio y dictamen, la Proposición con Punto de Acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo federal, a suscribir el Tercer Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño, relativo a un Procedimiento de Comunicaciones.
La Comisión de Relaciones Exteriores, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; 80, numeral 1, fracción VI; 82, numeral 1, y 85 del Reglamento de la Cámara de Diputados, y habiendo analizado el contenido de la proposición con punto de Acuerdo, somete a consideración de esta Honorable Asamblea el presente dictamen, al tenor de lo siguiente:

ANTECEDENTES 

1. Con fecha 23 de febrero de 2021, la diputada Verónica Beatriz Juárez Piña, integrante del Grupo Parlamentario del PRD, presentó la Proposición con Punto de Acuerdo que exhorta al Ejecutivo Federal a suscribir el Tercer Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño, relativo a un Procedimiento de Comunicaciones.

2. En la misma fecha, la Proposición con Punto de acuerdo fue turnada para su estudio y dictamen a la Comisión de Relaciones Exteriores. 

CONTENIDO DE LA PROPOSICIÓN

La Diputada expone textualmente en sus consideraciones, lo siguiente:
“La Convención de los derechos del Niño es un tratado internacional proclamado y adoptado por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) el 20 de noviembre de 1989; es el documento de derechos humanos más ampliamente respaldado por 196 naciones. En ella se establecen los derechos inalienables de todos los niños y las niñas, obligando a los Estados, los poderes públicos, los padres y la sociedad en su conjunto, a garantizar el respeto de esos derechos y su disfrute sin distinción de ningún tipo.
México ratificó la Convención sobre los Derechos del Niño el 21 de septiembre de 1990, por lo que quedó obligado a adoptar todas las medidas administrativas, legislativas y de cualquier otra índole para dar efectividad a los derechos reconocidos en ella a favor de todos los niños, niñas y adolescentes en el país.
Al aprobarse la Convención, la comunidad internacional reconoció que, a diferencia de los adultos, las personas menores de 18 años necesitan una atención y protección especiales, por ello con el fin de garantizar los derechos de las niñas, niños y adolescentes, la Asamblea General aprobó dos protocolos facultativos de la Convención; el primero relativo a la participación de niños en los conflictos armados, que entró en vigor en febrero de 2002, y un segundo relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía, que entró en vigor en enero del mismo año. México firmó y ratificó ambos protocolos en el mismo año.
En el año 2011, la Asamblea General de Naciones Unidas aprueba el tercer Protocolo permitiendo asegurar el interés superior y el derecho de las niñas, niños y adolescentes a que se escuche su opinión en consonancia con su edad y madurez, contemplando con ello un procedimiento de comunicaciones, el cual podrá ser presentado en nombre propio, o en nombre de personas o grupos de personas que se hallen bajo la jurisdicción de un Estado parte y que afirmen ser víctimas de una violación por el Estado parte. Esta rúbrica supone un hito en la historia de los derechos humanos ya que sitúa en el mismo nivel los derechos de los niños y las niñas que los de los adultos, dado que podrá apelar a un instrumento de Derecho Internacional ante las Naciones Unidas para defenderse de las situaciones de vulnerabilidad. Durante la ceremonia de la firma, 20 Estados suscribieron el Protocolo; Eslovaquia, Eslovenia, Costa Rica, Portugal, Serbia, Brasil, Uruguay, Chile, Alemania, Marruecos, Montenegro, España, Austria, Bélgica, Finlandia, Italia, Luxemburgo, Malí, Perú y las Maldivas. Sin embargo, este Protocolo aún no ha sido suscrito por México.
De acuerdo con los datos presentados en el Informe Anual de UNICEF 2019 sobre la situación de la infancia en México, 63% de las niñas y niños de 1 a 14 años han experimentado algún tipo de violencia en el hogar, 32.8 % de las adolescentes de entre 15 y 17 años han sufrido algún tipo de violencia sexual de las cuales 4 de cada 10 probables violaciones sucedieron en su entorno más cercano a su comunidad; 5.4% de los padres, madres o cuidadores aprueban abiertamente el castigo físico, 2 de cada 10 personas desaparecidas en el país son niñas, niños y adolescentes.
Así mismo, la pandemia por Covid-19 ha tenido repercusiones importantes en los derechos, vida e integridad de niñas, niños y adolescentes en el país, de acuerdo con la UNICEF, en México, se han registrado 115 mil 614 llamadas de emergencia al 911 por incidentes como abuso sexual, acoso sexual, violación, violencia de pareja y violencia familiar. El número de reportes recibidos en marzo es 28 por ciento superior al de enero pasado y 22 por ciento mayor al de febrero. Sólo por casos de violencia de pareja, en marzo se recibieron 22 mil 628 llamadas, lo cual representa un incremento de 23 por ciento comparado con febrero y 33 por ciento más que lo reportado en enero. Antes de la epidemia, la evidencia mostraba que el hogar es a menudo el lugar más peligroso para una mujer y sus hijos e hijas. Se sabe también que más que seis de cada 10 personas de entre 1 y 14 años han experimentado alguna medida de disciplina violenta en sus hogares, situación que, como se ha mencionado, ahora se agrava por el confinamiento.
En este sentido, es importante señalar que, en México, cerca de 40 millones de niñas, niños y adolescentes viven una realidad donde el fenómeno de la violencia está presente en múltiples ámbitos y con distintos impactos. Por lo que al suscribir el Tercer Protocolo Facultativo, significaría una manifestación de voluntad política verdadera para proteger y garantizar los derechos de niñas, niños y adolescentes a un acceso directo a los mecanismos internacionales para la protección, atención y restitución de sus derechos, teniendo así acceso a un sistema directo de denuncia en el supuesto de que se vean vulnerados sus derechos; dispondrán de un mecanismo internacional para ello en caso de no existir soluciones nacionales o que estas resulten insuficientes o ineficaces.
El 10 de junio de 2011, se publicó en el Diario Oficial de la Federación la reforma más importante a la Constitución en materia de derechos humanos desde su promulgación en 1917; dicha reforma permitió fortalecer el sistema de reconocimiento y protección de los derechos humanos en nuestro país, esta reforma, permitió reconocer a nivel constitucional los derechos humanos contenidos en los tratados internacionales al mismo nivel que los consagrados en nuestra carta magna, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia de sus derechos, estableciendo la obligación de realizar la interpretación conforme a tratados; por lo que la firma del protocolo de referencia ampliará la protección de los derechos humanos de la niñez y la adolescencia permitiendo garantizarles la protección de los derechos que se consagran en el marco jurídico nacional e internacional, erradicando con ello la situación de pobreza, desigualdad y discriminación que vulnera sus derechos.
Por lo anterior, el Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, considera necesario que el Estado mexicano suscriba este protocolo, el cual garantizará que niñas, niños y adolescentes tengan acceso a mecanismos internacionales para denunciar violaciones a sus derechos, en el caso de que el Estado parte no brinde los mecanismos eficientes y eficaces para ello. En nuestro país se requiere del respeto, promoción, defensa y garantía de los derechos de la niñez y adolescencia; los diferentes actores involucrados debemos impulsar una agenda en esta materia, es por ello, que hoy exhorto respetuosamente al titular del Poder Ejecutivo a la firma de este protocolo, que representa un avance fundamental para el ejercicio pleno de derechos por parte de niñas, niños y adolescentes.
Derivado de lo anterior, someto a consideración de esta honorable asamblea el siguiente punto de:
Acuerdo
Único. La Cámara de Diputados del Congreso de la Unión exhorta respetuosamente al titular del Poder Ejecutivo federal para que en el ejercicio de la facultad que le confiere la fracción X del artículo 89 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, suscriba el tercer Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a un procedimiento de comunicaciones”.

Una vez establecidos los antecedentes y el objetivo de la proposición, los integrantes de la Comisión de Relaciones Exteriores que suscriben el presente dictamen, exponen las siguientes:
CONSIDERACIONES
PRIMERA. Como el propio documento lo establece, La Convención para los Derechos del Niño reconoce que los niños (seres humanos menores de 18 años) son individuos con derecho de pleno desarrollo físico, mental y social, y con derecho a expresar libremente sus opiniones. En dicha convención se establecen una serie de normas y obligaciones irrevocables, aceptadas universalmente, los cuales ofrecen protección y apoyo a los derechos de la infancia.
El 20 de noviembre de 1989, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó, por unanimidad, la Convención sobre los Derechos del Niño, la cual entró en vigencia el 2 de septiembre de 1990. México, por su parte, ratificó dicha convención el 21 de septiembre de 1990.
Posteriormente, en el año 2000, con el objetivo de contribuir a eliminar los abusos y la explotación cada vez mayores de los niños y niñas en todo el mundo, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó dos Protocolos facultativos de la Convención, que refuerzan la protección de la infancia contra su participación en los conflictos armados y la explotación sexual, los cuales México ratificó en el año 2002.
Fue hasta 2011 que la Asamblea General de Naciones Unidas aprobó un Tercer Protocolo Facultativo relativo a un procedimiento de comunicaciones, el cual permite presentar quejas o casos de violaciones de los derechos de los niños, niñas y adolescentes ante el Comité de Derechos del Niño, en caso de que no hayan logrado obtener las respuestas legales necesarias a estas violaciones en sus países de origen. Esta rúbrica sitúa en el mismo nivel los derechos de los niños, las niñas y los de los adultos, dado que podrán apelar a un instrumento de Derecho Internacional ante las Naciones Unidas para defenderse de las situaciones de vulnerabilidad.
SEGUNDA. El Tercer Protocolo Facultativo, antes mencionado, entró en vigor en el año 2014, sin embargo, hasta la fecha, este no ha sido suscrito por el Ejecutivo mexicano, ni se tiene información alguna del estatus actual de la firma, a pesar de que desde entonces se han aprobado puntos de acuerdo en ambas cámaras del Congreso mexicano con el fin de exhortar al Ejecutivo de suscribir dicho protocolo:
El más destacado fue en el Senado de la República, el cual fue presentado por la entonces Senadora Gabriela Cuevas Barrón, el 24 de febrero de 2015, y aprobado el 28 de abril del mismo año. Posteriormente, en la presente Legislatura de la H. Cámara de Diputados, el 30 de septiembre de 2020 la diputada Fabiola Raquel Guadalupe Loya Hernández, presentó, en el mismo sentido, un punto de acuerdo que fue aprobado el 8 de abril del presente año.
TERCERA. El Tercer Protocolo Facultativo establece un procedimiento de comunicaciones individuales, en virtud del cual personas o grupos de personas que se hallen bajo la jurisdicción de un Estado Parte y que aleguen ser víctimas de una violación por ese Estado, de cualquiera de los derechos enunciados en la Convención sobre los Derechos del Niño o en sus dos Protocolos facultativos sustantivos, puedan instar al Comité de los Derechos del Niño para que emita un dictamen y realice recomendaciones acerca de la violación denunciada. Asimismo, también se prevé la posibilidad de que el requerimiento sea presentado por un Estado que alegue el incumplimiento de otro o, incluso, que el procedimiento se inicie de oficio por el propio Comité, sin que se requiera una comunicación, cuando este órgano haya tomado conocimiento de evidencias fehacientes de violaciones graves o sistemáticas de los derechos de la niñez.
CUARTA. Cabe hacer mención que los protocolos facultativos son mecanismos jurídicos que complementan y añaden provisiones al tratado. Un protocolo puede versar sobre un tema relacionado con el tratado original y se utiliza para profundizar sobre cuestiones que aparecían en el tratado original, abordar una preocupación nueva o añadir un procedimiento para la aplicación y puesta en marcha del tratado. Por ende, un protocolo es “facultativo” porque no vincula automáticamente a los Estados que ya han ratificado el tratado original. Estas obligaciones en el protocolo son adicionales y pueden ser más exigentes que las que aparecían en la Convención original, por lo que los Estados deben escoger de manera independiente si quieren vincularse o no al protocolo. Por lo tanto, un protocolo facultativo dispone de sus propios mecanismos de ratificación independientes del tratado que complementa, razón por la cual, a pesar del hecho de que México es parte de la Convención, no está obligado a adoptar las disposiciones establecidas en el Protocolo Relativo al instrumento de Comunicaciones, el cual hasta ahora no ha sido suscrito por el Ejecutivo ni aprobado por la Cámara de Senadores.
QUINTA. Según el reporte anual de la UNICEF de 2019, en México al menos seis de cada diez niñas, niños y adolescentes han experimentado algún método de disciplina violenta en el hogar. Además, uno de cada dos ha sufrido golpes, patadas o puñetazos en su escuela, y en el país se registran cuatro homicidios de niños, niñas y adolescentes cada día y, en donde, por cierto, señaló que uno de los más grandes desafíos para el país es la eliminación de la violencia contra los niños, niñas y adolescentes, pues según cifras del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, en 2020, los menores víctimas de homicidio doloso y feminicidio incrementaron un 7.7%, en comparación con cifras de los primeros nueve meses de 2019, cuando 867 niñas y niños fueron asesinados. En este último año, 64% de estas muertes fueron a causa de un arma de fuego.
De igual manera, los números sobre desapariciones de menores de edad han aumentado significativamente en los últimos dos años, ya que, de las casi 600 desapariciones de niños, niñas y adolescentes registradas en Ciudad de México desde el inicio de la guerra contra el narcotráfico en 2006, la mitad se han registrado en 2019 y 2020. A lo anterior, hay que sumar el aumento de menores de edad reclutados por el crimen organizado. 
Las estadísticas sobre la situación actual de la niñez en México, son contundentes y muestran la situación de vulnerabilidad a la que están expuestos los menores, situación que se ha agravado a raíz de la pandemia provocada por el virus SARS-COV-2. Por ejemplo, los datos de la Red por los Derechos de la Infancia en México (REDIM), muestran que, de marzo a agosto de 2020, durante la pandemia, al menos 9 mil menores habían llegado a hospitales con lesiones.
Además de lo lamentable de los hechos en sí mismos, lo que más llama la atención al respecto, son las fallas y omisiones por parte de las autoridades mexicanas para actuar y esclarecer los hechos, lo que deriva en altos índices de impunidad, como lo muestran los datos de la REDIM, que indican que, de cada 100 carpetas de investigación, en donde niñas y niños son víctimas de algún delito, solo tres alcanzan algún tipo de sentencia o se procesan.
SEXTA. En ese contexto, y en casos en los que las autoridades mexicanas no den respuesta a las víctimas, la suscripción y posterior aprobación del Tercer Protocolo Facultativo permitiría a los menores que hayan visto vulnerados sus derechos humanos, contar con un instrumento jurídico internacional para presentar las denuncias correspondientes, y que el mismo comité de la Convención de los Derechos del Niño, se encargue de exhortar al Gobierno mexicano para que establezca mecanismos nacionales apropiados para que los niños en esta condición tengan acceso a recursos efectivos en el país, que aseguren que los daños sean reparados, o que, incluso, el propio comité apoye en las investigaciones, lo cual podría agilizar el tiempo de respuesta hacia las víctimas y ayudaría a que muchos de estos casos no queden impunes.
SÉPTIMA. Si bien la vinculación de la suscripción de este Protocolo Facultativo con la reforma constitucional al artículo 1°, del año 2011, no implicaría en esencia erradicar con ello la situación de pobreza, desigualdad y discriminación que vulnera los derechos de la niñez,  como lo menciona la promovente, sí permitiría que los menores tengan acceso a un mecanismo internacional que complemente los mecanismos nacionales y regionales al permitir a los niños denunciar la violación de sus derechos y que, como lo establece el artículo 1° de nuestra Constitución, se le dé prioridad al mecanismo que beneficie en mayor medida la protección de los Derechos Humanos y, en este caso,  se garantice el interés superior del niño.  
OCTAVA. Como está establecido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, así como en tratados internacionales en materia de derechos humanos, tales como la propia Convención de los Derechos del Niño, y sus dos protocolos facultativos que el Estado mexicano ha ratificado ya, México tiene el compromiso de salvaguardar los derechos humanos. Por ende, la ratificación de este Tercer Protocolo Facultativo sería dar un paso más en la consolidación de este compromiso adquirido.
NOVENA. De conformidad con lo establecido en la Ley para la Celebración de Tratados, de 1992, y con fundamento en la fracción I del artículo 76, y el artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para que un Tratado Internacional entre en vigor y se convierta en Ley Suprema de la Nación, es necesario que una vez que este sea suscrito por el titular del Poder Ejecutivo, el mismo sea aprobado por la Cámara de Senadores. Es por ello que, con el propósito de exhortar al Titular del Ejecutivo Federal y al Senado de la República, esta dictaminadora propone, que la proposición con punto de acuerdo en comento quede como a continuación se expone:
“Único. La Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, exhorta respetuosamente al titular del Poder Ejecutivo federal para que, en ejercicio de la facultad que le confiere la fracción X del artículo 89 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, suscriba el Tercer Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño, relativo a un procedimiento de comunicaciones y, en su momento, lo envíe al Senado de la República para su correspondiente aprobación”.
Por todo lo antes expuesto, los integrantes de esta Comisión someten a la consideración de esta soberanía el siguiente:
ACUERDO
Único. La Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, exhorta respetuosamente al titular del Poder Ejecutivo federal para que, en ejercicio de la facultad que le confiere la fracción X del artículo 89 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, suscriba el Tercer Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño, relativo a un procedimiento de comunicaciones y, en su momento, lo envíe al Senado de la República para su correspondiente aprobación.
Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro el 28 de abril de 2021.
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